Procuraduría acompañó radicación de Proyecto de Ley Estatutaria sobre el derecho fundamental a la libertad de conciencia
Bogotá, 29 de julio de 2011. El pasado miércoles la procuradora delegada para la defensa de los derechos de la infancia, la adolescencia y la familia, Ilva Myriam Hoyos Castañeda, acompañó en la Secretaría General del Congreso de la República la radicación de un Proyecto de Ley Estatutaria con el que se pretende reglamentar el derecho fundamental de libertad de conciencia, reconocido en el artículo 18 de la Constitución Política y en numerosos instrumentos internacionales de derechos humanos, suscrito por más de 40 congresistas de diferentes partidos políticos.  

En cumplimiento de su función constitucional de “vigilar el cumplimiento de la Constitución”, “proteger los derechos humanos y asegurar su efectividad” y “defender los intereses de la sociedad”, la Procuraduría General de la Nación acompañará el proceso democrático que surta este Proyecto legislativo en el Congreso de la República, pues en numerosas ocasiones ha resaltado la importancia del derecho fundamental a la liberad de conciencia y observa en este Proyecto una respuesta indicada a las peticiones que han formulado al Ministerio Público miles de ciudadanos en los últimos años. Por esta razón y con el fin de facilitar su debate, la Procuraduría quiere hacer de conocimiento público el Proyecto de Ley y su correspondiente exposición de motivos. (Vea los documentos en www.procuraduria.gov.co )

Este Proyecto consta de 15 artículos en donde se desarrolla el derecho fundamental de la libertad de conciencia específicamente en los casos en los que, debido al carácter imperativo de una ley, una decisión administrativa o judicial, un contrato o convención, la persona considere fundada y razonadamente que la misma representa una grave contradicción con sus convicciones más profundas, sean éstas de carácter moral, filosófico o religioso, haciéndose por ello inviable la realización de la conducta prescrita. Desarrolla el derecho fundamental de objeción de conciencia a través de los ámbitos en los cuales tal figura puede hacer parte del ordenamiento jurídico como una verdadera y eficaz garantía de la libertad de conciencia (artículo 18), en conexión con el principio de la dignidad humana (artículo 1°), la libertad religiosa y de cultos (artículo 19), así como la libertad de pensamiento (artículo 20). 

De manera específica, pero no restrictiva, el Proyecto reconoce también la objeción de conciencia, corolario del derecho a la libertad de conciencia, como una garantía individual que debe ser promovida, tutelada y amparada por el Estado frente a la prestación del servicio militar, las obligaciones que pueden imponerse con ocasión del ejercicio de la profesión médica u otras profesiones relativas a la salud, el cumplimiento de deberes civiles y laborales, las actividades de investigación científica, la prestación de servicios farmacéuticos, las actividades o programas de enseñanza que se dispongan en el ámbito educativo y las obligaciones que surjan en el ámbito del ejercicio de las funciones públicas. 

Por último, en el Proyecto se reconoce el derecho de las personas jurídicas de carácter privado de determinar su propio ideario institucional y no de ser obligadas a actuar en contra del mismo de manera análoga a como sucede a las personas naturales con la libertad de conciencia. 
